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AVANCES Y DESAFÍOS EN LOS SISTEMAS DE JUSTICIA
(Jean Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos de la 

Organización de los Estados Americanos)
· Hoy es difícil pensar una situación que no esté regulada tanto por el derecho interno como por normas internacionales, ya sean éstas bilaterales, regionales o universales.

· Ello obliga a repensar los sistemas de justicia, la actuación de los jueces nacionales, la estructura de las instancias que tienen a su cargo la cooperación jurídica.
· Y ello es válido en todos los temas que hacen a las relaciones jurídicas. Algunos ejemplos: los contratos de consumo; los delitos cometidos por computadores; la circulación de personas, de bienes y de servicios; y por supuesto todo lo relativo al crimen organizado.
· La OEA es la fábrica regional de instrumentos jurídicos. De ella emanaron y emanan los tratados interamericanos que han creado un tejido normativo común en las Américas en temas de derecho público (derechos humanos, solución de controversias, cooperación jurídica, extradición, asistencia penal, etc.) y de derecho privado (contratación internacional, normas procesales, etc.). Más recientemente se ha hecho  uso de una nueva técnica legislativa: leyes-modelo que sirven de guía a los países para la actualización de sus legislaciones nacionales, con el fin de que las soluciones nacionales adopten criterios similares. Un buen ejemplo: la ley-modelo interamericana de acceso a la información pública.
· La OEA ha sido también el centro de mecanismos de cooperación para la mejor aplicación de estos tratados: comisión y corte de derechos humanos, redes de cooperación establecidas por la reunión de ministros de justicia, mecanismos de seguimiento de distintas convenciones: corrupción (MESICIC), tráfico de armas, violencia contra la mujer, entre otras, la creación del Centro de Estudios de Justicia de las Américas o el trabajo directo en algunos países como el caso de Honduras a través de la Misión contra la corrupción y la impunidad, MACCIH.
· El sistema interamericano ha sido pionero en mucho de esta relación entre asuntos internos y cooperación internacional. Es el caso del vínculo entre la forma de gobierno de un país –la democracia representativa-, el combate a la corrupción, y el derecho interamericano. Los dos primeros temas eran –en el caso de la defensa de la democracia lo es aún en muchas regiones y en el orden universal- asuntos exclusivamente internos, excluidos de la competencia del orden jurídico internacional. 
· Fueron las Cumbres las que propiciaron y en algún caso, iniciaron, este proceso. Si bien el tema de la defensa de la democracia ya tenía numerosos antecedentes normativos en la Carta de la OEA y en resoluciones de la Asamblea General, fue la Cumbre de 2001 (Quebec) que le pidió a la OEA la elaboración de una Carta Democrática Interamericana, propuesta justamente por la delegación peruana. Esta Carta, que es una resolución de la Asamblea General de la OEA, se dice que “son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública…” (artículo 4).
· Fue la primer Cumbre, Miami 1994, la que le pidió a la OEA que “desarrolle un enfoque hemisférico sobre los actos de corrupción…a través de la negociación de un acuerdo hemisférico”… Ello culminó con la adopción, en 1996, de la Convención Interamericana contra la Corrupción, tratado hoy ratificado por todos los miembros de la OEA y, en 2001, también a pedido de la Cumbre de ese mismo año, el establecimiento del mecanismo de seguimiento de la convención, el MESICIC, de cuyas actividades y evolución desbordaría ocuparme ahora.
· Todo este conjunto de normas acordadas por los estados americanos que van desde los principios de respeto al derecho internacional hasta el de la cooperación jurídica, contenidos en la Carta de la OEA pasando por las convenciones, mecanismos, resoluciones ya citadas sobre fortalecimiento del estado democrático de derecho y combate a la corrupción pasando por el dictado de normas que hacen al mejor orden interno, en temas como el acceso a la información, requiere cada día más un nuevo enfoque de la cooperación jurídica y judicial. El juez nacional ya no tiene que considerar únicamente el derecho nacional; por el contrario, cada día confluyen en la solución de un diferendo normas nacionales y normas internacionales. Pero no sólo ello: tiene además la necesidad de contar con instrumentos rápidos, tanto normativos como operativos, que le permitan actuar en conjunto con las instancias judiciales de otros estados. Ello va a suponer, fortalecimiento de autoridades centrales, cambios legislativos sobre transmisión de solicitudes de asistencia, conocimiento de las normas y requisitos exigidos en las distintas jurisdicciones, en definitiva, nuevas modalidades del actuar de jueces, fiscales y todos los operadores del sistema de justicia. Obligará a la revisión de la formación de jueces y abogados desde las facultades, a la capacitación continua, y al conocimiento mutuo. Seamos sinceros: los delincuentes internacionales todo ello ya lo hacen…si no lo hacen quienes los combaten…..el uso de las nuevas tecnologías, muchas veces aún poco reconocidas por los ordenamientos jurídicos, etc.

· Tenemos el marco-paraguas normativo regional que permite asociar fortalecimiento institucional, estado de derecho, democracia, combate a la corrupción; necesitamos afinar los instrumentos para que sintonicen con las normas nacionales y necesitamos trabajo permanente con los operadores del sistema. Y ello solo se logrará coordinando esfuerzos entre todas las instancias interamericanas con las instancias nacionales. 
· Desde su creación, las Américas han creado un rico tejido normativo e institucional. Debemos velar por la efectiva coordinación entre todas las instituciones regionales. Ello supone también, para que la cooperación internacional sea efectiva, que haya una coordinación entre las distintas instancias nacionales, muchas veces confrontadas. Un principio de ese esfuerzo es el taller que organizamos recientemente en Buenos Aires con todos los actores nacionales que tienen que ver con la aplicación de normas interamericanas (jueces, fiscales, ministerio de justicia, autoridad central, facultad de derecho, entre otros).[image: image1.jpg]
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